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DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN: Su verdadero alcance y sentido implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Debe ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Debe ser puesta en conocimiento del peticionario.

HECHO SUPERADO. Reiteradamente la jurisprudencia constitucional ha señalado que el propósito del amparo contenido en el artículo 86 de la Carta Política,  se limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales en la medida que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares en los casos expresamente descritos en la ley. 

Así mismo, ha considerado que si durante el trámite de una acción de tutela sobrevienen hechos que hagan cesar la vulneración de los derechos fundamentales, la acción de amparo deja de ser el mecanismo apropiado y las decisiones que el juez constitucional pueda adoptar, resultarían inocuas, configurándose un hecho superado. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, siete de julio de dos mil dieciséis

Acta N°_____de 7 de julio de 2016

Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la Acción de Tutela propuesta por ANDRI PAOLA POLO ALVAREZ contra la DEFENSORÍA DEL PUEBLO a nivel nacional y las seccionales Cúcuta y Risaralda. 

ANTECEDENTES

Informa la señora Andri Paola Polo Alvarez, que el día 4 de mayo del año 2016 acudió a la Defensoría del Pueblo Seccional Risaralda con el fin de que le brindara protección a su cónyuge Hugo Alberto Novoa Reyes, debido a que no fue incluido en el programa de protección a testigos, como si lo fue ella y cuatro menores que integran su grupo familiar.

Sostiene que debido a la colaboración que dentro de una investigación penal brindó su esposo, su vida corre peligro, pues en la misma se encuentra involucrado personal de la  Sijin; no obstante la Defensoría del Pueblo de esta ciudad no le ha brindado información a pesar de haberla solicitado con insistencia.

Indica que se siente desprotegida en esta ciudad, en donde si bien le ha sido brindado alojamiento y alimentación a ella, sus hijos y los hijos de su cónyuge, en el marco del programa de protección a testigos, lo prometido era que éste último estaría amparado igual que ellos.

Es por todo lo anterior, que acude a este mecanismo excepcional de protección, con el find de que sean protegidos los derechos  fundamentales de los niños, así como los derechos de su esposo a la vida y a tener una familia y no ser separado de ella y como consecuencia de ello, se ordene a la Defensoría del Pueblo Seccional Cúcuta atienda el llamado que realizó a través de su homónima en Risaralda.
TRAMITE IMPARTIDO

La acción constitucional fue admitida mediante auto de fecha veintitrés (23) de junio del año que corre, providencia en la que también se concedió a la parte accionada el término de dos (2) días para que se vinculara a la Litis.
Dentro del término, la Defensoria del Pueblo Regional Risaralda, luego de hacer un recuento de los hechos, alegó en su defensa que luego de revisar el sistema de información de esa entidad, pudo constatar que el caso fue registrado con el RUC 16714-15 –correspondiente a los hechos narrados en el líbelo inicial-  le fue asignado el doctor José del Carmen Leal Ortega como defensor y,  que el mismo día que tuvo conocimiento de los hechos, dio traslado a la Regional de Norte de Santander para lo de su competencia.

Informa que esa Regional, mediante comunicación de fecha 11 de abril de 2016, dirigida al Director Regional de Fiscalías de ese departamento,  reprochó el desmonte del esquema de protección del señor Hugo Alberto Novoa Reyes –esposo de la demandante- y de la ayuda económica que recibía como colaborador de la justicia.  De dicha misiva, se corrió traslado a la Unidad de Alertas Tempranas con el fin de que estudiara la viabilidad jurídica de la petición.

Indica que tal actuación fue puesta en conocimiento de la tutelante, por lo que no considera encontrarse vulnerando ningún derecho fundamental de la actora, precisando además, que la medida de protección solicitada por el señor Novoa Reyes debe ser definida por la Fiscalía General de la Nación.

CONSIDERACIONES

PROBLEMA JURÍDICO

¿Está la tutelante legitimada para obrar en nombre y representación de su cónyuge?

¿Se configuró en el presente asunto el hecho superado?

1. PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA.

El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

2. AGENCIA OFICIOSA
El artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

Dicha normatividad también contempla la posibilidad de actuar en nombre de otro -“por quien actúe a su nombre”- facultad que es desarrollada en el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991  y se traduce en la manifestación, a partir de la cual una persona tiene la posibilidad de agenciar derechos ajenos, cuando su titular no esté en condiciones de promover su propia defensa, circunstancia que deberá advertirse de manera explícita en la demanda
, con términos que indiquen esa condición, pero sin dejar lugar a duda de que se actúa legítimamente por otro.

Corresponde al juez de tutela verificar en cada caso si, en efecto, el titular de los derechos cuya protección se busca por esta vía judicial no puede ejercer por sí mismo la defensa de sus intereses.

3. DEL ANÁLISIS DE DERECHOS NO INVOCADOS POR LOS ACCIONANTE.
La Corte Constitucional ha sostenido que dada la informalidad de la acción de tutela, cuando el accionante no invoca expresamente la totalidad de los derechos vulnerados, el juez de tutela no solamente tiene la facultad, sino la obligación de proteger todos los derechos que según las pruebas aportadas dentro del proceso encuentre vulnerados, de conformidad con lo establecido en los artículos 3 y 14 del Decreto 2591 de 1991. 

Es así, que el Alto Tribunal Constitucional ha indicado: 


"En cuanto a los derechos invocados, la informalidad de la tutela y la necesidad de pronta resolución son características, suficientemente escudriñadas por la doctrina constitucional, que impiden exigir al solicitante un mínimo de conocimientos jurídicos, menos todavía si se pretende que haga encajar sus circunstancias, con absoluta precisión, en el articulado de la Carta Política. 



"Por ello, si el juez encuentra afectados derechos no invocados por el petente, no sólo puede sino que debe referirse a ellos en su sentencia y decidir lo pertinente, impartiendo las órdenes necesarias para su cabal y plena defensa. De tal empeño depende la eficacia de la acción y el consiguiente imperio de los mandatos constitucionales. 



"El juez, especialmente en materia de tutela, tiene a su cargo un papel activo, independiente, que implica la búsqueda de la verdad y de la razón, y que riñe con la estática e indolente posición de quien se limita a encontrar cualquier defecto en la forma de la demanda para negar el amparo que de él se impetra". 
 
4. DERECHO DE PETICIÓN

El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, el cual señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.

A su vez, la ley estatutaria 1755 de 2015, por medio de la cual fue regulado el Derecho Fundamental de Petición, en su artículo 1º sustituyó el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, en los siguientes términos:

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

 

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”

Desde otra perspectiva, el derecho de petición implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.

Conforme con lo anterior, el titular de la petición tiene derecho a obtener, dentro de los términos legales, la correspondiente contestación, bien sea en interés particular como en el presente caso, o general. Con este derecho se busca básicamente que se brinde respuesta precisa y de fondo a lo solicitado, sin que ello implique que la contestación sea obligatoriamente en sentido positivo.

5. DEL HECHO SUPERADO

Reiteradamente la jurisprudencia constitucional ha señalado que el propósito del amparo contenido en el artículo 86 de la Carta Política,  se limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales en la medida que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares en los casos expresamente descritos en la ley. 

Así mismo, ha considerado que si durante el trámite de una acción de tutela sobrevienen hechos que hagan cesar la vulneración de los derechos fundamentales, la acción de amparo deja de ser el mecanismo apropiado y las decisiones que el juez constitucional pueda adoptar, resultarían inocuas, configurándose un hecho superado. 

En Sentencia T-022 de 2012 la Corte constitucional manifestó que, “si la situación fáctica que motiva la presentación de una acción de tutela se modifica porque cesa la acción u omisión que generaba la vulneración de los derechos fundamentales, dado que la pretensión esbozada para procurar su defensa está siendo debidamente satisfecha, y consecuentemente, cualquier orden de protección proferida sería inocua, lo procedente es que el juez de tutela declare la configuración de un hecho superado por carencia actual de objeto”.

6. CASO CONCRETO
De acuerdo con los hechos de la acción, la actora reclama respuesta por parte de la Defensoría del Pueblo de las Seccionales Risaralda y Norte de Santander, en relación con la petición relacionada con la exclusión de su esposo, Hugo Alberto Novoa Reyes del programa de protección a testigos, situación por la que su vida corre peligro. Adicionalmente reclama como vulnerados los derechos de éste a la vida y a tener una familia y no ser separada de ella, así como los derechos de sus menores hijos que se han visto afectados por tal decisión. 
Lo primero que debe precisarse es que la actora no se encuentra legitimada para actuar en nombre del señor Hugo Alberto Novoa Reyes, dado que no se advierte en el plenario prueba alguna que permita inferir su imposibilidad real y material de acudir a la administración de justicia en su propio nombre; por el contrario, de los elementos de juicio aportados por la Defensoría del Pueblo seccional Risaralda al momento de dar respuesta a la demanda de tutela –fls 12 vto y 13-, se puede colegir que éste acudió a esa misma entidad en la ciudad de San José de Cúcuta, para radicar queja por el desmonte de su esquema de seguridad y la suspensión de la ayuda económica suministrada en el marco del programa de protección a testigos, a ello se suma que le fue asignado defensor público para su caso.

Advirtiendo entonces que no existe motivo alguno que justifique la actuación de la señora Polo Álvarez en calidad de agente oficiosa del citado señor, ningún pronunciamiento hará la sala en torno a los derechos fundamentales que se reclaman vulnerados en relación a éste.

En lo tocante a la solicitud de intervención que estima la accionante desatendida por parte de la Defensoría del Pueblo de las Seccionales Norte de Santander y Risaralda, con los documentos que obran del folio 11 a 12 del expediente, se puede concluir que dichas entidades han obrado conforme a sus competencias y con la prontitud que el caso requiere, pues no otra cosa se infiere que desde el 11 de abril de 2016 el Defensor de Pueblo de la primera de las seccionales nombradas, remitió comunicación al Director Seccional de Fiscalía de Norte de Santander coadyuvando la queja formulada por el señor Novoa Reyes en relación con la desprotección y vulnerabilidad en la que se encuentra por cuenta de su exclusión del programa de protección a testigos.  La regional Risaralda por su parte, desde el momento mismo que tuvo conocimiento de los hechos relatados por la demandante, vía correo electrónico, remitió la solicitud a la seccional correspondiente y el día 28 de junio de 2016, puso en conocimiento de la tutelante la actuación desarrollada hasta el momento –fl 12-.
Como puede verse no se advierte la vulneración pregonada por la actora, en cuanto la inactividad de estas entidades en torno a su petición.  No sucede lo mismo en lo tocante a la falta de información en relación con la actuación desplegada para atender la solicitud, dado que sólo con ocasión a la iniciación de la presente acción fue puesta en conocimiento de la peticionaria.

Con todo y ello, es evidente que ha cesado la vulneración del derecho fundamental de petición del cual es titular la señora Andri Paola Polo Alvarez, pues es claro que la solicitud de intervención por parte de la Defensoría del Pueblo en el caso del desmonte del esquema de protección de su esposo, fue atendida por esa entidad y notificada en el transcurso de este trámite. 

Ahora, vale la pena aclarar que el resultado de esa intervención, no depende de la entidad accionada, pues de acuerdo con lo manifestado por la misma tutelante, la protección de la que fue objeto su esposo se dio en virtud a un proceso penal en el cual está implicado y dentro del que llegó a un preacuerdo, cuyos términos se desconocen.  Idénticas razones se exponen para no estimar la afectación alegada en relación con los derechos de los menores implicados y además porque el programa de protección aún está vigente para ellos y para la accionante.
En ese entendido, se declarara improcedente la presente acción en relación con la vulneración de los derecho fundamentales del señor Hugo Alberto Novoa Reyes y en torno al derecho de petición del cual es titular la señora Andri Paola Polo Álvarez, por carencia actual de objeto al haberse superado el hecho que la originó.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR improcedente la presente acción de tutela, en relación con el amparo solicitado por la señora ANDRI PAOLA POLO ALVAREZ a nombre del señor HUGO ALBERTO NOVOA REYES.
SEGUNDO: NEGAR la presente acción de tutela, en relación con el derecho de petición de cual es titular la señora ANDRI PAOLA POLO ALVAREZ, por carencia actual de objeto por hecho superado.

TERCERO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las partes por el medio más expedito.
CUARTO: NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
QUINTO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              OLGA LUCÍA HOYOS SEPULVEDA 

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Ver sobre este tema, T-294 de 2004, T-346 y T-750 de 2005, T-162 y T-514 de 2006, T-037 y T-273 de 2007, T-202 de 2008 y T-279 de 2009. 


� Corte Constitucional. Sentencia T-463/96, MP: José Gregorio Hernández Galindo
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